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El procedimiento de habeas corpus es una garantía prO­
cesal especifica prevista por la Constitución para la pro­
tección del derecho .fundamentala la libertad personal
cuyo acceso no puede ser en modo alguno denegado
sin que a la persona que acuda al mismo no se ·Ie haga
saber la precisa razón legal. de dicha denegación,
sopena de incurrir el órgano judicial que así proceda
en una vulneración del derecho a obtener una resolución
judicial motivada.

5. La anterior conClusión no queda desvirtuada por
el hecho de que el' órgano judicial del que se instó el
habeas corpus, de forma simultánea, y acaso contra­
dictoria, a la denegación de su incoación, procediese
en términos parcialmente coincidentes con los previstos
en el art. 7 de la Ley orgáhica, instando la ·puesta en
libertad ·del· ahora demandante en 'a~paro,lo que final­
.mente llegó a ocurrir. Sin 'que sea necesario entrar a
examinar si por parte del Juzgado de Instrucción se pro­
dujo materialmente una vulneración del derecho funda­
mental. a la libertad personal, es claro, por lo que se
ha dicho, que no se ha visto satisfecho el derecho'a
obtener una resolución judicial motivada. Los diversos
procedimientos establecidos por el ordenamiento, tanto
más los expresamente previstos por la Constitución para
la garantía de un derecho fundamental, no se encuentran
ala libérrima disposición de los órganos judiciales, de
tal modo que, puedan éstos espontáneamente optar por
atenerse ono a los mismos. La puesta finalmente en .
libertad del ahora recurrente' no vino a subsanar, por
tanto, la denegación realmente· inmotivada de acceso
a un procedimiento,'como el de habeas corpus, que la
Constitución pone en principio a la disposición de toda
persona que considere encontrarse ilegalmente privada
de~ibertad.

6. La estimación de la demanda de amparo por este
motivo hace innecesario pronunciarse sobre los restan­
tes derechos fundamentales invocados en la misma.

Por lo demás, el fallo de la Sentencia basta con que
reconozca el derecho del recurrente a la tutela judicial
efectiva y anule el Auto impugnado, sin que, dada la
naturaleza del'procedimiento de habeas corpus, proceda
adoptar otros pronunciamientos en orden a restablecer
al recurrente en la integridad de este derecho.

. .
FALLO'

En atención a todo lo expuesto, ef Tribunal Cons..;
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo y, a tal efecto:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva. '. .

2.° Declarar la nulidad del Auto de 24 de agosto·
de 1993 por el que se denegaba la incoación del pro­
cedimiento de habeas; corpus instado por doña.Carmen
Martínez Pérez en favor de don José Orlando Espejo.
Barona. .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín" Oficial del
Estado». '

Dada en. Madrid: a veinticuatro de octubre de mil
novecientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Ma­
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Delgado
Barrio.-Firmado y rubricado.

25697 Sala Primera. Sentencia 155/1995, de 24
de octubre de 1995. Recurso de amparo
2.745/1995. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativa del T.S.J. de la
Comunidad Valenciana dictada en recurso
contencioso-administrativo contra los actos'
de constitución de .Ia· Corporación Local' de
Almenara (Castellón) y de elección y procla­
mación .de Alcalde del. citadQ' municipio.
Supuesta vulneración de los derechos a la

. tutela judicial efectiva y al acceso a cargos
públicos.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro, Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente. Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VillaIón, don
Manuel Jiménez d~ Parga y Cabr'.eray don Javier Delgado
Barrio, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

, la siguiente

SENTENCIA

Eh el recurso de amparo núm. 2.745/95 interpuesto
electoral por el Procurador de los Tribunales don José
Luis Pinto Marabotto,' en nombre y representación de
don Vicente Gil Olmedo y doña María Teresa Romero
Gómez, bajo la dirección letrada de don Vicente Bóveda
Soro, contra la Sentencia de la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
la Comunidad Valenciana, de fecha 12 de julio de 1995,
dictada en recurso contencioso-electQralcontra los actos
de constitución de la Corporación local de Almenara
(Castellón)y de elección y proclamación de Alcalde del
citado municipio. Han comparecido el Ministerio Fiscal,
el representante de la coalición. electoral «Unió Valen­
ciana-Independents-Centristes», representados por el
Procurador don Jorge Deleito García y asistidos por el
Letrado don Manuel Arnau Hortal, y el Partido Popular
y don José Luis Argamasilla '. Córdoba,· debidamente
representadados por el Procurador donJuan Carlos Este- ,
vez Fernández-Novoa y asistidos por el Letrado don José
Ramón Calpe Saera. Ha sido Ponente el.Magistrado ~.Qn
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el
parecer de la Sala.

1, Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el dia 20 de julio de 1995,
dón Julio Just Viltaplana, Proc~rador de los Tribunales,
en nombre y representación de don Vicente Gil Olmedo
y doña María Teresa Romero Gómez, interpuso demanda
de amparo contra la Sentencia de .Ia Sala· de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad .Valenciana, de feGha· 12 de julio de
1995, dictada en recurso contencioso-electoral contra
los actos de constitucción de la Corporación local de
Almenara (Castellón) y de elección y proGlamación de
Alcalde del citado municipio.

2. Los hechos en los que se basa la demanda de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) .EI día 17 de junio de 1995 tuvo lugar la sesión
constitutiva. de la nueva Corporación Municipal con elec"'
ción y proclamación de Alcalde en el Ayuntamiento de
Almenara (Castellóh): A dicha·sesión fueron convocados
los concejales. electos en tal municipio, cuyo. número
se distribuía, como sigue: seis concejales del Partido
Socialista Obrero Español (PSOE), tres concejales del Par­
tido Popular (PP), dos de Unió Valencianérlndependents-
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Centristes (UV), y dos de Esquerra Unida-Els Verds (EU).
En el momento de iniciarse la sesión, un concejal electo
por UV, don José María Vicente Tor(es, no había pre­
sentado la declaración, de sus bienes y actividades pri­
vadas, exigida en el arto 75.5 de la Ley 7/1985, de
2 de abril, de Bases del Régimen Local, impidiéndosele
por el Secretario de la Corporación formar parte de la
mesa de edad, jurar o prometer su cargo y participar
en la votación' para la elección, de Alcalde. Celebrada
la sesión municipal, sin la participación del referido con­
cejal, resultó elegido Alcatde el concejal del PSOE don
Josep Vicent Pastor Casanova, por formar parte de la
lista más votada y al registrarse una situación de empate
a seis entre el concejal de EU y el del PSOE.

Entre los concejales electos por el PSOE figuraban
los hoy demandantes de amparo, don Vicente Gil Olmedo
y doña María Teresa Romero GÓmez.

, b) Contra el acto de,la proclamación del AlcaIde-Pre­
sidente de la Corporación del Ayuntamiento de Almenara
se interpusieron sendos recursos contencioso-electora­
les, en fecha 20de junio de 1995, ante el Tribunal Supe­
rior de Justicia de, la Comunidad Valenciana, por las
representaciones de la Coalición electoral UV y del PP,
junto a don José Luis Argamasilla Córdoba, concejal elec­
to por EU.

En' dichos recursos se solicitaba se dictara Sentencia
declarando nulos los actos de elección y proclama­
ción de Alcalde. Se alegó que la exclusión en la votación

, de don José María Vicente Torres, efectuada de modo
irregular y violando lo dispuesto en elart. 23.1 de la
C.E., fue determinante de la elección de Alcalde en la
persona de don Josep Vicent Pastor, Casanova.

Una vez presentados los recursos, el presidente de
la Junta Electoral, de conformidad con lo establecido
en el arto 112.3 de la L.O. 5/1985, de 19 de junio,
de Régimen Electoral Ganeral (L.O.R.E.G.), ordenó laremi­
sión del expediente al Tribunal Superior, notificándose
mediante >fax dichas resoluciones a' los' representantes
de las candidaturas concurrentes en la circunscripción
y al Ministerio Fiscal, emplazándoles para que püdieran
comparecer ante la Sala de lo Contencioso Administra­
tivo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
Valenciana. -,

Comparecieron en el proceso contencioso-electoral,
junto' alas recurrentes, el Ayuntamiento de Almenara
y el Ministerio Fiscal, que se manifestó a favor de la
estimación del recurso.

Por Auto de fecha 4 de' julio de 1995, se acordó
el recibimiento aprueba del proceso por término de
cinco días. .

En fecha 12 de julio de 1995, los hoy demandantes
de amparo don Vicente Gil Olmedo y doña María Teresa
Romero Gómez presentaron un escrito, ante la Sala de
lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de ,la Comunidad Valenciana, solicitando que
se les tuviera por personados y parte' en el recurso con­
tencioso-electoral, alegando omisión del emplazamiento
previsto en elart. 110 '3) de la L.O.R.E.G. Se invoca
el art. 24.1 de laC.E. derecho a la tutela judicial efectiva,
con interdicción' de la indefensión y a un procceso con
todas las garantías: se alega asimismo, vulneración del
art. 23.2 de, laC.E. Es pedida, en definitiva la nulidad
de lo actuado, sin, perjuicio de la conservación de los
actos no afectados, y la concesión del' plazo fijado legal­
mente para formular sus alegaciones.

En resolución de la misma fecha, 12 de julio de 1995,
la Sala tiene por personados y parte al Letrado don Vicen­
te Bóveda Soro, en nombre y representación de los hoy
recurrentes, disponiendo la no retroacción del procedi­
miento. El mismo día, 12 de julio de 1995, fue dictada
Sentencia en laque se estimó el recurso contenciosoe-

lectoral, declarando contrario a Derecho y nulo el acto
impugnado, ordenando una nueva convocatoria para la
elección de Alcalde.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
, demanda de amparo, afirman los recurrentes que, estan­

do legitimados, por su condición de candidatos procla­
mados, de conformidad con lo dispuesto en el arto 110.1
de la L.O.R.E.G., y en el art. 23.2 de la C.E. para ser
parte en el contencioso-electoral, y siendo suficientemen­
te conocidos e identificados, no fueron emplazados direc­
ta y personalmente. No tuvieron conocimiento del pro­
ceso electoral ante el Tribunal Superior hasta el11 de
julio de 1995. En la resolución de fecha 12 de julio
de 1995 y en la Sentencia se les tuvo por personados
y' parte, si bien, al acordarse la no retroacción del pro­
cedimiento, se les privó de toda posibilidad procesal de
debatir la pretensión y participar en trámite alguno del
proceso, más allá de su mera inclusión en,el encabe­
zamiento de la Sentencia, todo lo cual les,ha producido
una total indefensión, vulnerando el derecho a la tutela
judicial efectiva y a un proceso con las garantías debidas
(art. 24. 1 y 2 C.E.), con infracción del derecho de acceso
a cargo público, como candidatos que los electores han
apoyado (art.23.2 C.E.).

Suplican los demandantes la admisión a trámite de
la demanda yque se dicte Sentencia en la que se otorgue
el amparo solicitado, así como que se declare la nulidad
de la resolución recurrida, retrotrayendo el procedimien­
to al momento en que se ,debió emplazarles personal
y directamente.

Por otrosí se interesa la suspensión de la ejecución
de la resolución recurrida.

4. La Sección Segunda de este Tribunal acord_ó,
mediante providencia de 25 de julio de 1995, de con­
formidad con lo establecido en el art. 50 de la LOTC,
admitir a trám.ite el recurso de amparo y reca,bar de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana la remi­
sión de las actuaciones correspondientes al recurso con­
tencioso electoral núm. 3.317/95, con inclusión del
informe y ~xpediente de la Junta Electoral, conforme
a lo dispuesto en el art.1 09 y siguientes de la L.O.R.E.G.,
debiendo emprazarse personalmente a quienes hubieren
sido parte enel recurso contencioso electoral, salvo los
recurrentes en amparo, para que, en el plazo de tres
días, pudieran personarse formulando las alegaciones
pertinentes y dando vista al Ministerio Fiscal de las actua- .
ciones; para que en el plazo de cinco días, contados
a partir del4 de septiembre de 1995, pudieran efectuar
alegaciones. '

La documentación interesada de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo se registró en este Tribunal el·
día 28 de julio de 1995.

5. El Ministerio Fiscal ante el Tribunal Constitucional
evacuó el trámite de alegaciones· conferido mediante

.escrito de fecha 6de septiembre de 1995, en el que
interesó se dictase Sentencia desestimando el recurso
de amparo. .

Tras delimitar el objeto de la demanda, afirma el Fis­
cal, respecto a la pretendida violación del derecho a
acceder a cargo público del arto 23.2 de la C.E., que
carece de contenido y autonomía propia, siendo alegada
por los demandantes exclusivamente para fundamentar
su legitimación pasiva en el recurso contencioso elec­
toral.

Respecto a la vulneración del derecho a la tutela judi­
cial efectiva del arto 24.1 C.E., fundada, de una parte,
en el hecho de no haber sido los demandantes de amparo
emplazados personalmente, y, de otra, en que, una vez
personados en la Sala se denegó la retroacción del pro-
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cedimiento, no permitiéndoseles realizar alegaciones,
entiende el Ministerio Fiscal que tal violación no se ha
producido.

Tras recordar la doctrina constitucional sobre la falta
·de emplazamiento personal (SSTC 97/1991 Y
65/1994), considera que en el presente caso no con­
curren los requisitos exigidos por aquélla para·· entender
vulnerado el derecho a' la tutela judicial efectiva. Alega
el Fiscal que los demandantes de amparo no reunían
los requisitos exigidos por el arto 110 de la LO.R.E.G.·
para su legitimación: «Ser candidatos proclamados o no
proclanlados», puesto que, de conformidad con el
arto 196 c) de e~a ley, sólo pueden ser candidatos a
Alcalde, en este caso, los concejales que encabecen las
listas de la candidatura correspondiente, no hallándose
en este supuesto los demandantes. Ahora bien, se apun­
tapor el Fiscal la posibilidad de interpretar la L.O.R.E.G.
~n el sentido de conceder legitimación a cualquier can­
didato' proclamado o no proclamado, sin restringirla a
los candidatos a Alcalde para interponer u oponerse al
recurso contencioso electoral. Pero rechaza esa amplia-
ción en este supuesto. .

Considera el Fiscal, además, que 'no existió una actitud
diligente por parte de los demandantes de amparo, pues­
to que «resultaba claro que los partidos votantes no se
iban a aquietar a dicha situación, en que resultó elegido
Alcalde el cabeza de lista de la candidatura que más
votos populares habría obtenido: por tanto, los deman­
dantes debieron extremar su diligencia para comprobar
si, en el perentorio plazo de tres días que establece el
art.112 L.O.R.E.G., se había interpuesto en la Junta elec- .
toral a,lgún recurso contencioso».

Por último, concluye el Fiscal, no se cumple el requi­
sito exigido por este Tribunal para que la indefensión
tenga carácter material y no puramente formal, ya que
no especifican los demandantes la relevancia que hubie­
ran podido adquirir las alegaciones qué no les fueron
admitidas en la resolución final del proceso judicial. En
suma, solicita el Fiscal que se dicte Sentencia deses­
timando lademanda de amparo.

6. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el día 7 de septiembre de 1995
formuló sus alegaciones. don Jorge' Deleito García, en
nombre del representante electoral general de la UV.

Tras relatarlos antecedentes fácticos del presente
recurso de amparo afirman los representantes de '.• UV
qUEt en ningún momento se ha producido la indefensión
que pretenden los demandantes, pues a'10 largo de todo
el procedimiento contencioso electoral se ha cumplido
lo dispuesto en la L.O.R.E.G.: la Junta Electoral notificél
la presentación del recurso a los representantes de, las
candidaturas concurrentes en la circunscripción y;' les
emplazó para que pudiesen comparecer ante la Sala de
lo Contencioso dentro de los dos días siguientes. Inte­
resan se. dicte Sentencia desestimatoria del recurso de
amparo interpuesto.

La representación proG·esal· del PP'y de don José Luis
Argamasilla Córdoba" concejal de EU,evacuó el trámite
de alegaciones el 8 de septiembre de 1995. Estima que
no se ha producido vulneración del derecho al sufragio
pasivo consagrado en el art. 23.2 de la C.E., toda vez
que ambos recurrentes fueron candidatos a concejales,
resultaron elegidos y ambos tomaron posesión de sus
respectivos cargos de concejales. Y no se les vulneró
su derecho a ser elegidos Alcalde, puesto que no enca­
bezaban ninguna lista, y por tanto no reuníanel requisito
legal del arto 196 a) de la L.O.R.E.G. Estima asimismo
que no ha existido vulneración del derecho de los
recurrentes ala tutela judicial efectiva del arto 24.1 C.E.
por no habérseles emplazado personalmente en el recur­
so contencioso electoral.

Siendo concejales electos de la lista del PSOE, hay
que- suponer que tuvieron conocimiento del recurso por
el emplazamiento efectuado en su día tanto' al Ayun­
tamiento como al representante de su candidatura.Con­
cluye su escrito interesando que se dicte Sentencia dene­
gando el amparo que se solicita e imponiendo a ambos
recurrentes las costas procesales.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso'de amparo se dirige contra
la Sentencia da la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal SupE:trior de Justicia de la Comunidad Valen­
ciana, de fecha 12 de julio de 1995, recaída en recurso
contencioso-electoral interpuesto contra ·Ios actos de
constitución del Ayuntamiento de Almenara (Castellón) .
y el de elección y proclamación del Alcalde del citado
municipio.

Los demandantes denuncian una doble violación de
derechos constitucionales: el derecho de acceso a cargo
público del'art. 23.2 de la C.E. y el derecho a la tutela
judicial efectiva con interdicción de la indefensión, en
un proceso con todas las garantías donde se respeten
la contradicción e igualdad de las partes, a tenor de
lo dispuesto ~n el arto 24.1 y 2 de la C.E. Apoyan su
alegato, en primer lugar, en no haber sido emplazados
directa' y personalmente en el recurso contencioso-elec­
toral, y, en segundo lugar, en que, una vez conocida
la existencia del procedimiento y personados en el mis­
mo, la Sala de lo Contencioso Administrativo,acordó la
no retroacción del procedimiento, impidiéndoles formu­
lar alegaciones.

2. Procede, ante todo, desestimar, por carecer mani­
fiestamente de contenido constitucional, la queja de
habérselesimpedidoel derecho de acceso a cargo públi­
co, reconocido en el_ art. 23.2 d~ la C.E., toda vez que
la Sentencia del Tribunal de JUsticia, objeto hoy de
impugnación, no cuestionó en ningún momento la con­
dición de los recurrentes de concejales electos para el
Ayuntamiento de Almenara. Esto es, emplazados o no
regularmente en el proceso contencioso electoral, la
eventual indefensión no tuvo efecto sobre su derecho
fundamental de sufragio pasivo.

3.. Centrada la cuestión en la presunta vulneración
del derecho. a la tutela judicial efectiva sin indefensión •
y al proceso con todas las garantías, debe tenerse en
cuenta la reiterada doctrina de este Tribunal, desde su
STe9/1981.

Tenemos dicho que el arto 24.1 de laC.E.' contiene
un mandato implícito al legislador -y al intérprete- para
promover la defensa procesal mediante la correspon­
diente contradicción, lo que lleva a exigir en lo posible
el emplazamiento personal de quienes deban ser partes
principales, siendo exigible .el emplazamiento personal
cuando aquéllos fuesen conocidos e identificables a par­
tir de los datos que figuran en el escrito de interposición,
en el expediente administrativo o en la demanda; en
estos supuestos, la falta de emplazamiento supone una
vulneración del art. 24.1 de la C.E. (SSTC 63/1982 y
78/1993, entre otras).

También hemos matizado esta doctrinapara los casos
en que, a pesar de no haber sido emplazados direc­
tamente los interesados, resulta evidente que tuvieron
conocimiento en tiempo hábil para comparecer y ejercer
sus derechos de defensa, no pudiendo imputarse en tal
supuesto al órgano judicial infracción alguna del arto 24. 1
de la C.E. (STC 56/1985, 150/1986, 151/1988~
97/1991, 78/1993 V 32511993).

Hasta aquí la doctrina de este Tribunal. En aplicación
de la misma, cuando se denuncia vulneración del
arto 24. 1 de la C.E., por falta de emplazamiento, es pre-
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ciso delimitar, en primer término, si los demandantes
de amparo debían haber sido emplazados y sise encon­
traban suficientemente identificados; en segundo térmi­
río, si el emplazamiento se llevó acabo en forma personal

, y suficiente para que llegara a conocimiento del des­
tinatario; y por último, si el recurrente en amparo mar­
ginado tuvo conocimiento de la existencia del proceso
en forma bastante para ejercer su derecho de compa-
_recencia y defensa (STC 100/1994, fundamento jurí-
dico 2.°). -

Respecto al otro derecho alegado por los recurrentes,
o sea el de intervenir en el debate procesal en con­
diciones que respeten la con.tradicción, con todas las
garantías (art. 24.2C.E.), sólo son titulares del mismo
las partes personadas en el momento oportuno, sin que
corresponda a. quienes carezcan de legitimación pasiva
necesaria o lleguen tardíamente, por su negligencia, a
las actuaciones. Como dijimos en la STC 109/1985,
la indefensión, ofalta de garantías, -derivadas de la ausen-­
cia de contradicción no deben apreciarse cuando «la
parte que pudo defender sus, derechos e intereses legí­
timos, a través de los medios que ofr'.ece el ordenamiento
jurídico, no.usó de ellos con la pericia técnica suficiente
-Sentencias de 7 de julio de 1983 y 11 de julio de
1985- , o cuando la parte que invoca la indefensión
colabora con su conducta a su producción -Sentencia
del1 de junio de 1984-, pues en ella no ha de tener
actuación quien se sienta agraviado y la invoca~ ya que
si la lesión se debe -de manera. relevante a la inactividad
o negligencia, por falta de la diligencia procesal exigible
al lesionado, o se genera por la voluntaria actuación
desacertada, equívoca o, errónea de dicha parte -Sen­
tencias de 11 eje junio de 1984 y ge 17 de júlio de
1985, y autos de la Sala Segunda de 7 y 21 de noviembre
de 1984-, la indefensión resulta absolutamente irrele­
vantea efectos constitucionales, porque al causante de
ella le es imputable su presencia, no pudiendo reunir
a la vez la doble ,condición de autor y. de perjudicado,
y si Ja creó con su comportamiento doloso o negligente,
no es posible beneficiarle con su ,reconocimiento y con-
secuencias)) (fundamento jurídico 3.°). '

4. En el supuesto presente, se trata de una elección
de Alcalde y conforme a!o dispuesto en el arto 196
de la L.O.R.E.G~ son candid~tos los concejales que enca­
bec~n una lista, condición que no reúnen los quejosos.
La legitimación para interponer el recurso contencioso­
electoral, o para·'oponerse a los que se interpongan, está
reservada a .Ios candidatos, proclamados o no procla~

mados, junto a. los representantes de las candidaturas
y a los'partidos, asociaciones, federaciones y coaliciones
(art. 11 OL.O.R.E.G.) ,

Los recurrentes, en suma, no tenían que ser perso­
nalmente emplazados, ya que el representante de su
candidatura lo fue en debida forma, correspondiéndole
a éste comunicar a los concejales electos' la existencia
del proceso ante el Tribunal Superior de Justicia de la
,Comunidad Valenciana. La falta de diligencia de los
recurrentes el') amparo, al personarse tardíamente, les
privó del trámite de alegaciones.

No cabe apreciar, por tanto, indefensión de clase algu­
na, así como tampoco falta de garantías procesales.

5. Al no haberse dado ni la violación denunciada
del arto 23.2 C.E., ni las infracciones del arto 24. 1
Y 2 C.E., en cuanto al primero proclama el derecho a
acceder en condiciones de igualdad a las' funciones y
cargos públicos y el arto 24 C.E. garantiza el derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensión (párrafo 1),
así como el derecho a un proceso con todas las garantías
(párrafo 2), procede desestimar el presente recurso de
amparo. ,

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Vicente Gil Olmedo y doña María Teresa Romero GÓmez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a veinticuatro de octubre de mil
novecientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Ma­
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.-:-Javier Delgado
Barrio.-Firmado y rubricado.

25698 Pleno. Sentencia 156/1995, de 26 de octu­
bre de 1995. Recurso de inconstitucionali­
dad 2. 145/1989. En relación con determina­
dos preceptos de la Ley del Parlamento Vasco
5/1989, de 6 de julio, de Protección y Orde­
nación de la Reserva de la Biosfera de Ur­
daibai.

, .
El Pleno del Tribunal Constitucional rompuesto ,por

don Alvaro. Rodríguez Bereijo, .Presidente; don. José
Gabaldón López, Vicepresidente, don Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral, don Vicente Gim~no Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego
González Campos, don Pedro Cruz Villalón, .don Caries
Viver Pi-Sunñer, don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
don Javier Delgado Barrio y don Tomás S. Vives Antón,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.145/89,
interpuesto por el Abogado del Estado en representación
del Presidente del Gobierno, contra los arts. 23.2 b),
23.2 c), 27, 28.4 Y29.1 de la Ley del Parlamento Vasco
5/1989, de 6 de julio, de Protección y Ordenación de
la Reserva de ~a Biosfera de Urdaibai, han sido partes
el Gobierno Vasco, representado por el Letrado don Mikel
Legarda Uriarte, y el Parlamento Vasco, representado
por su Letrado don Eduardo Mancisidor Artaraz, y Ponen­
te el Magistrado don Julio Diego González Campos, quien
expresa el parecer del Tribunal. .

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en est.eTribunal el
30 de octubre de .1989, el Abogado del Estado; en repre­
sentación del Gobierno de la Nación, interpuso recurso
de inconstitucionalidad contra los arts. 23.2 b), en cuanto
al inciso «sesenta dípS naturales)); 23.2 c), en cuanto
al inciso «seis meses)); 27, por imprevisión de las infrac­
ciones menos graves; 28.4, por igual motivo y 29.1,
por imprevisión del plazo de prescripción para las infrac­
ciones menos.graves, dé la Ley del Parlamento Vasco
5/1989, de 6 de julio, de Protección y Ordenación de
la Reserva de la Biosfera de Urdaibai, publicada en el
«Boletín Oficial del País Vasco)) núm. 145, de 29 d&


